
 

 

COMUNICACIÓN 

 

En atención a lo ordenado por el Juzgado Segundo Penal Especializado del Circuito de Barranquilla, en el 

numeral segundo del auto calendado 21 de marzo de 2023, dentro de la Acción de Tutela No. 08-001-31-07-

002-2023-0020-00, en el cual dispuso: 

 

 

 

El ICBF procede a publicar en la página web copia digital del escrito de tutela y del citado auto, con el fin de 

informar que quien “tenga un interés legítimo podrá intervenir en el trámite constitucional como coadyuvante del 

actor o la entidad demandada, en el siguiente correo electrónico: 

j02ctopebquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co  

mailto:j02ctopebquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co


Honorable: 

 

JUEZ DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA (REPARTO) 

E.      S.      D. 

 

 

REF.                     ACCION DE TUTELA 

ACCIONANTE: MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO 

ACCIONADO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR y   

JOSE ANTONIO PARRADO RAMIREZ en su calidad de 

SECRETARIO GENERAL del INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR. 

 

ANDREA MICHELE BRODMEIER PEREZ, mayor, vecina de esta ciudad, 

identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.042.436.341 de Soledad, abogada 

en ejercicio con Tarjeta profesional No. 293296 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando en nombre y representación de la señora MARGARITA 

ASTRID SALAS FONTALVO igualmente mayor de edad, identificada con la cedula 

de ciudadanía No. .22.673.872 de Santo Tomas, actuando en nombre propio me 

permito presentar ante ustedes ACCION DE TUTELA en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR y contra el Dr.  JOSE ANTONIO 

PARRADO RAMIREZ en su calidad de SECRETARIO GENERAL del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR o quien haga sus veces al momento de 

la notificación de la presente acción, con el objeto de que se me proteja el 

DERECHO a  LA SALUD, EL TRABAJO, LA FAMILIA, LA UNIDAD FAMILIAR, LA 

SEGURIDAD SOCIAL, EL MINIMO VITAL y EL BIENESTAR DE MI FAMILIA 

consagrados en  la Constitución Política de Colombia y demás normas 

concordantes, los cuales están siendo desconocidos y vulnerados por el tutelado.  

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

En virtud de lo establecido en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito muy 

respetuosamente se Ordene al Dr. JOSE ANTONIO PARRADO RAMIREZ en su 

calidad de secretario general del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR O o que hasta tanto no se haya emitido el fallo de la presente acción, 

SUSPENDA LOS EFECTOS DE LA RESOLUCION 542 DEL 1 DE MARZO DEL 

2023, con el fin de conservar en el empleo actual a la accionante. 

 

 

HECHOS: 

 

1. La señora MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO, fue vinculada al Instituto 

de Bienestar Familiar en el año 2007 mediante acta de posesión No. 00012 del 

3 de diciembre, en el Cargo de Defensor de Familia, con resolución de 

nombramiento No. 3207 del 20 de noviembre de 2007. 



 

2. Mi mandante ha desempeñado su labor de manera ejemplar, siempre de 

manera recta, cumplida, eficiente, integra y honesta. 

 

3. La señora MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO tiene 58 años de edad y 

se encuentra afiliada al régimen de ahorro individual. 

 

4. De acuerdo con la normatividad vigente, mi mandante no logra acumular el 

capital requerido para tener derecho a la pensión de vejez en el régimen en el 

que se encuentra, ni las semanas para optar por garantía de pensión mínima. 

 

5. Pese a ello, el día 13 de abril de 2021, el Dr. GUSTAVO MAURICIO MARTINEZ 

PERDOMO en su calidad de secretario general del INSTITUTO COLOMBIANO 

DE BIENESTAR FAMILIAR emite Resolución 1851, en la que se resuelve 

terminar el nombramiento provisional de la señora SALAS FONTALVO 

MARGARITA ASTRID en el cargo DEFENSOR DE FAMILIA CÓDIGO 2125 

GRADO 17 (REF 25008). 

 

6. Que al haber utilizado falsas motivaciones en el acto administrativo, afirmando 

que la señora MARGARITA SALAS FONTALVO ya contaba con las semanas 

requeridas, el Juzgado Once Administrativo Oral del Circuito de Barranquilla a 

través de fallo de tutela  ordenó la reubicación de mi mandante en el cargo de 

defensor de familia, el Tribunal Administrativo en sede de impugnación además 

estableció que dicho nombramiento debía ser hasta tanto se cumpliera con el 

requisito de pensión de garantía mínima.  

 

7. Que la hoy accionante, padece dos patologías calificadas como de origen laboral 

por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, consistentes en STC 

BILATERAL Y EPICONDILITIS DERECHA y TRASTORNO MIXTO DE 

ANSIEDAD   Y DEPRESIÓN. 

 

8. La historia clínica de diagnóstico indica de forma textual: 

 

“Síndrome de túnel carpiano por enfermedad laboral epicondilitis, paciente que 

persiste con ansiedad reactiva por gran carga laboral no ha tomado ansiolíticos con 

insomnio intermitente al examen físico consciente orientada a lucida afecto ansioso 

de fondo melancólico pensamiento lógico organizado lenguaje coherente sin 

alteraciones sensoperceptivas, juicio debilitado, paciente refiere mejoría de su estado 

anímico. DIAGNOSTICOS: EJE 1 TRASTORNO DE DEPORESION ANSIOSA MIXTA, 

EJE 3 SINDROME DE TUNEL CARPIANO, EJE 4 DISFUNCION PSICOSOCIAL GRADO 

3” (Mayúsculas fuera de texto). 

 

9. Que mi mandante recibe terapias de psiquiatría y de fisioterapias para lo 

respectivo a sus diagnósticos El día 6 de diciembre del 2022, se emitió 

Resolución 5644, con la que el Instituto de Bienestar Familiar ordena mediante 

nombramiento provisional el traslado de la señora MARGARITA SALAS 

FONTALVO al Valle del Cauca. 



 

 

10. La señora MARGARITA SALAS FONTALVO elevó petición manifestando su 

desacuerdo con la decisión tomada por el ICBF en razón de su estado de salud, 

su arraigo familiar, la continuidad de su tratamiento médico entre otras 

razones, exponiendo que en Barranquilla había cargos vacantes y afines con el 

que ella desempeñaba 

 

11. El día 23 de diciembre del 2022, se emite la Resolución 5920 por la cual se 

modifica el numeral primero de la resolución 5644 del 6 de diciembre del 2022 

y nombra a la señora MARGARITA SALAS FONTALVO en el cargo de defensor 

de familia en Centro Zonal Centro Histórico -Regional Atlántico. 

 

12. El día 1 de marzo del 2023, nuevamente se emite Resolución No. 542, en la que 

se resuelve lo siguiente: 

 

 

13. Que nuevamente se ordena el traslado de mi representada, de manera arbitraria 

y sin consultar de manera adecuada y coherente el entorno de la trabajadora, 

situación que se hace más gravosa al encontrarnos a padecimientos mentales 

como lo son los trastornos depresivos. 

 

14. En menos de un año a mi mandante se les ha despedido, trasladado al valle del 

cauca y al departamento de sucre, ciudades del país donde no tiene ningún tipo 

de arraigo. 

 

15. Que el traslado ordenado atenta contra sus derechos a la salud, al trabajo, a la 

continuidad de su tratamiento psiquiátrico y terapéutico, a la unidad de su 

familia, separándola de su hija, su esposo y sus padres, siendo estos aspectos 

fundamentales para la estabilidad emocional de la aquí querellante. 

 

 

 



FUNDAMENTOS JURIDICOS: 

 

El termino de prepensionado, tiene su asidero jurídico a la luz de la Ley 790 de 

2002, en el marco del aseguramiento de la estabilidad laboral reforzada frente a los 

procesos de reestructuración administrativa de las entidades públicas. 

La corte Constitucional acuñó el concepto, delimitándolo en sentencia C - 795 de 

2009 para efectos de la protección reforzada reconocida por el legislador, así:   

“(i) [Definición de prepensionado:] (…) tiene la condición de prepensionado para efectos de la 

protección reforzada reconocida por el legislador a sujetos de especial vulnerabilidad, en el 

contexto de procesos de renovación de la administración pública, el servidor público próximo 

a pensionarse al cual le falten tres (3) o menos años para reunir los requisitos de edad y 

tiempo de servicio o semanas de cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación 

o vejez. 

(…)Bajo tal entendimiento, la Corte Constitucional ha precisado que el fundamento del 

reconocimiento de la estabilidad laboral reforzada de los ‘prepensionados’ no es un asunto 

que dependa de un mandato legislativo particular y concreto, sino que tiene raigambre 

constitucional, es decir, ‘opera para la satisfacción de los derechos fundamentales de estos 

grupos poblacionales, que se verían gravemente interferidos por el retiro del empleo público’; 

así las cosas, sostuvo que la mencionada estabilidad no solo es aplicable en los casos que el 

retiro del cargo se sustenta en su supresión ante la liquidación de la entidad, o en el marco 

de los procesos de restructuración de la Administración Pública (retén social), siendo estos 

casos, apenas una especie de mecanismo, dentro de los múltiples que pueden considerarse 

para garantizar los derechos fundamentales involucrados por la permanencia en el empleo 

público de los servidores próximos a pensionarse. 

Es por lo anterior que la estabilidad laboral de los prepensionados se convierte en un 

imperativo constitucional en cada uno de los escenarios en que se materialice alguna de las 

causales que lleven al retiro del servicio, evento en el cual, será necesario efectuar un ejercicio 

de ponderación entre los derechos al mínimo vital e igualdad de los prepensionados y la 

satisfacción del interés general del buen servicio público, con el fin de no afectar el núcleo 

esencial de cada uno de los extremos en cuestión.  

(…) a. La protección especial de estabilidad laboral conferida a quienes están próximos a 

consolidar el status pensional, es aplicable tanto a empleados en provisionalidad, como a 

empleados de libre nombramiento y remoción y de carrera, respecto de cualquier escenario 

que materialice una causal objetiva de retiro del servicio.  

(…) c. La protección especial en razón a la condición de sujeto ‘pre pensionado’, resulta 

aplicable siempre y cuando el servidor público esté próximo a pensionarse, es decir, le falten 

tres (3) o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de 

cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez, por lo tanto, quien para 

la fecha de retiro del servicio ya tiene consolidado su estatus pensional, no se encuentra en 

la situación fáctica de sujeto pre pensionable, aunque sí goza de otro tipo de garantía 

otorgada por el legislador para la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital 

y seguridad social, la cual se encuentra establecida en la Ley 797 de 2003, en su artículo 9, 

parágrafo 1, al establecer que los fondos encargados tienen el deber de reconocer la pensión 

en un tiempo no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el 

peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho, motivo por el 

cual la persona no quedará desamparada, pues tendrá derecho a disfrutar de la pensión”  

De conformidad con Jurisprudencia constitucional, se tendrá la calidad de 

prepensionado siempre y cuando el servidor público referido le faltare 3 años o 

menos para reunir las semanas requeridas para perfeccionar su derecho a una 

pensión de vejez.  



De acuerdo con el concepto No.145521 de 2020, emitido por el Departamento de 

la Función Pública, corresponde a: 

  “Los jefes de personal o quienes hagan sus veces deben verificar que a los servidores que 

puedan encontrarse en estas circunstancias en efecto les falten tres años o menos para reunir 

los requisitos legales para el reconocimiento de la pensión de jubilación o de vejez, y expedir 

constancia escrita en tal sentido, y el jefe del organismo o entidad podrá verificar la veracidad 

de los datos suministrados por el destinatario de la protección. 

Así mismo, es importante precisar que le corresponde a cada entidad verificar cada caso en 

particular a efectos de evitar vulnerar los derechos del empleado que está próximo a cumplir 

los requisitos exigidos para adquirir su pensión de vejez.” 

Por su parte, el Consejo de Estado, mediante concepto3 No.1047 del 13 de 

noviembre de 1997, señaló:    "(...) El traslado... procede por necesidades del servicio, 

“siempre que ello no implique condiciones menos favorables para el empleado”. 

Es de advertir que en varias sentencias de tutela se ha considerado lo siguiente 

con respecto al uso del ius variandi de los servidores, a saber: 

“Esta Corporación ha establecido en diferentes pronunciamientos que la facultad del 

empleador de trasladar a sus trabajadores no es absoluta, pues encuentra sus límites en las 

disposiciones de la Constitución Política que exigen que el trabajo debe desarrollarse en 

condiciones dignas y justas y bajo los principios mínimos fundamentales señalados por el 

Artículo 53. En su jurisprudencia, la Corte ha señalado que la facultad discrecional de la 

administración para modificar la ubicación territorial de sus funcionarios no puede ser 

utilizada en forma arbitraria, y que, en caso de que así lo sea, podrá ser acusada, en 

situaciones especiales, por medio de la acción de tutela. Ello significa, en primera instancia, 

que los traslados solamente pueden realizarse a cargos equivalentes al original, es decir, a 

empleos de la misma categoría y con funciones afines. Y en segundo lugar, que en algunas 

ocasiones la decisión sobre el traslado deberá consultar el entorno social del trabajador, con 

el objeto de evitar perjuicios considerables.” 

 La misma corporación con respecto a la permanencia inamovible en sus cargos de 

los trabajadores, a saber: “Se protege el trabajo como derecho fundamental en todas sus 

modalidades y se asegura el derecho de toda persona a desempeñarlo en condiciones dignas 

y justas (Art. 25 C.N.). 

 No se trata tan solo de que se defienda institucionalmente la posibilidad y la 

obligación de alcanzar una ubicación laboral y de permanecer en ella, sino de un 

concepto cualificado por la Constitución que se relaciona con las características de 

la vinculación laboral y con el desempeño de la tarea que a la persona se confía en 

lo referente al modo, tiempo y lugar en que ella se cumple, todo lo cual tiene que 

corresponder a la dignidad del ser humano y realizar en el caso concreto el concepto 

de justicia. 

En el presente caso, se hace necesario consultar las condiciones particulares de 

entorno, profesional, familiar, social y médico, maxime cuando se trata de un 

trabajador en condiciones de debilidad manifiesta por su situación de salud, como 

es el caso de la señora MARGARITA SALAS FONTALVO. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=70994#1047
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#53
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#25


Mi mandante reside en Barranquilla, Atlántico desde su nacimiento, en esa ciudad 

residen sus hijos, sus padres, su esposo y todo su entorno familiar, allí se llevan a 

cabo las terapias tanto físicas como psiquiátricas, ya que debido a que sufre 

padecimientos crónicos estos están sometidos a constantes controles en busca de 

una mejoría en la calidad de vida de la paciente. 

El ius variandi ha indicado la jurisprudencia que se erige como “una de las 

manifestaciones del poder de subordinación que ejerce el empleador sobre sus 

empleados, y se concreta en la facultad de variar las condiciones en que se realiza 

la prestación personal del servicio, es decir, la potestad de modificar el modo, el 

lugar, la cantidad o el tiempo de trabajo”. 

 

Así, por ejemplo, en la Sentencia T-483 de 1993, de la Corte Constitucional, estudió 

el caso de un empleado al cual no se le tuvo en cuenta para su traslado la situación 

particular de salud, en esa oportunidad se tuteló el derecho a la salud del 

accionante, y manifestó lo siguiente: 

"El jus variandi no es absoluto. Está limitado, ante todo, por la norma constitucional que 

exige para el trabajo condiciones dignas y justas (art. 25 C.N.), así como por los principios 

mínimos fundamentales señalados por el artículo 53 de la Carta en lo que concierne al 

estatuto del trabajo. Y, por supuesto, su ejercicio concreto depende de factores tales como 

las circunstancias que afectan al trabajador, la situación de su familia, su propia salud y 

la de sus allegados, el lugar y el tiempo de trabajo, sus condiciones salariales, la conducta 

que ha venido observando y el rendimiento demostrado. En cada ejercicio de su facultad 

de modificación el empleador deberá apreciar el conjunto de estos elementos y adoptar una 

determinación que los consulte de manera adecuada y coherente.” 

 
Igualmente, la Corte Constitucional en sentencia T-207 de 2004 sostuvo lo 
siguiente: 

 
“A partir de la interpretación de las disposiciones normativas contenidas en el artículo 42 de 

la Constitución, es posible establecer la existencia de un derecho constitucional a mantener 

la unidad familiar o a mantener los vínculos de solidaridad familiar. De la caracterización 

constitucional de la familia, como núcleo fundamental de la sociedad, en la cual es necesario 

preservar la armonía y la unidad, mediante el rechazo jurídico de las conductas que puedan 

conducir a su desestabilización o disgregación, y además, consultando el deber constitucional 

de los padres, consistente en sostener y educar a los hijos mientras sean menores o 

impedidos, resulta perfectamente posible derivar normas de mandato, de prohibición y de 

autorización. Siguiendo un razonamiento similar es posible configurar el derecho a mantener 

la unidad familiar. Este derecho es el corolario de la eficacia de la disposición que define la 

familia como el núcleo fundamental de la sociedad, en la medida en que constituye el 

dispositivo normativo que permite realizar la pretensión constitucional de protección a la 

familia (como núcleo fundamental de la sociedad), al autorizar la intervención de los jueces y 

en especial del juez constitucional, en situaciones concretas que tengan el poder de afectar 

la unidad y/o la armonía familia.”  

 

En conclusión, si bien es cierto el I.C.B.F. como ente nominador, cuenta con la 

potestad de ajustar su planta de personal de acuerdo con el personal humano 

existente y de conformidad con la necesidad del servicio es viable el traslado de 



uno o mas trabajadores desarrollando así la función publica para la que fue creado, 

no es menos cierto que dicha facultad no es absoluta y su manifestación debe ir 

acompañada del respeto a los derechos Constitucionales de los trabajadores, en el 

caso concreto nos encontramos ante el traslado de una trabajadora en una 

condición de especial protección por parte del Estado, no solo en razón del reten 

social y su próxima adquisición de estatus de pensionada, sino también en razón 

de su salud, situación que ha sido calificada por la entidades competentes como 

de origen laboral. 

 

Refulge con nitidez que el traslado ordenado no obedece a principios de 

razonabilidad, por el contrario, ha sido insistente el I.C.B.F. en el menoscabo a la 

estabilidad laboral de mi representada, viéndose vulnerados sus derechos 

fundamentales AL TRABAJO, A LA SALUD, A LA UNIDAD FAMILIAR, A LA 

SEGURIDAD SOCIAL, AL DEBIDO PROCESO, A LA VIDA EN CONDICIONES DE 

DIGNIDAD y EL MINIMO VITAL. 

 

DERECHO VULNERADO: 

 

Considero que a la señora MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO, le han sido 

vulnerados sus Derechos Constitucionales de DERECHO A LA SALUD, EL 

TRABAJO, LA FAMILIA, LA UNIDAD FAMILIAR, LA SEGURIDAD SOCIAL, EL 

MINIMO VITAL, VIDA DIGNA y EL BIENESTAR DE MI FAMILIA de la Carta 

Magna.  

 

En este caso, el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR   con su 

accionar ha atentado contra los derechos fundamentales de la accionante al 

proceder a trasladarla desconociendo su calidad de persona en condición de 

debilidad manifiesta. 

 

PROCEDENCIA: 

 

Es procedente esta Acción de Tutela, de conformidad con el artículo 5º del Decreto 

2591 de 1991, por la vulneración del DERECHO A LA SALUD, EL TRABAJO, LA 

FAMILIA, LA UNIDAD FAMILIAR, LA SEGURIDAD SOCIAL, EL MINIMO VITAL, 

VIDA DIGNA y EL BIENESTAR DE MI FAMILIA por parte de INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR en contra de la señora MARGARITA 

ASTRID SALAS FONTALVO. 

 

PRETENSIONES: 

 

Teniendo en cuenta las consideraciones de hecho y de derecho antes descritas, 

solicito al señor Juez de la Republica que mediante esta acción ruego a usted que 

se sirva ordenar, en aras a la protección de los derechos constitucionales 

vulnerados, lo siguiente: 

 



1. Ordene al Dr. JOSE ANTONIO PARRADO RAMIREZ en su calidad de 

secretario general del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR o a quien haga sus veces, REVOCAR TOTALMENTE EL 

ARTICULO PRIMERO DE LA RESOLUCION 542 DEL 1 DE MARZO DE 

2023, y en su lugar nombrar a la accionante, la señora MARGARITA 

ASTRID SALAS FONTALVO en el mismo cargo o en otro similar, en la 

ciudad de Barranquilla o en otro municipio cercano con el fin de que pueda 

conservar su domicilio. 

 

PRUEBAS DOCUMENTALES Y ANEXOS: 

 

 

Solicito, señor Juez, a efectos de sustentar la presente Acción se tengan como tales 

los siguientes documentos anexos: 

 

1. Copia de cedula de ciudadanía. 

2. Copia de reporte de semanas cotizadas. 

3. Copia de Acto administrativo 1851 del 13 de abril de 2021. 

4. Copia de Acto administrativo 5920 del 23 de diciembre del 2022.  

5. Copia de Acto administrativo 5644 del 6 de diciembre del 2022. 

6. Copia de Acto administrativo 542 del 1 de marzo del 2023. 

7. Copia de dictámenes de calificación de pérdida de capacidad laboral. 

8. Copia de tratamiento de terapias e historia clínica.  

 

COMPETENCIA Y TRÁMITE: 

 

Señor Juez, es usted competente para conocer de esta Acción, a la cual debe 

dársele el trámite señalado en el Decreto 2591 de 1991, por mandato del artículo 

37 de dicho estatuto. 

 

MANIFESTACIÓN BAJO JURAMENTO: 

 

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, 

declaro bajo la gravedad del juramento, que no se ha promovido anteriormente, 

Acción de Tutela contra el Accionado por los mismos hechos y derechos aquí 

referidos. 

 

NOTIFICACIONES: 

 

Se recibirán en las siguientes direcciones: 

 

1. La suscrita, en la Calle 56 No. 45 – 80, Piso 3, Oficina 301, de la ciudad de 

Barranquilla (Atlántico).  E-mail: andreabrodmeier@hotmail.com  Celular: 

3012177535. 

mailto:andreabrodmeier@hotmail.com


2. La accionante en la Calle 56 No. 45 – 80, Piso 3, Oficina 301, de la ciudad 

de Barranquilla (Atlántico).  E-mail: marsagi2611@hotmail.com Celular: 

3002714221. 

3. El accionado INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR a la 

Carrera 46 No. 61 -15 en el barrio Boston en Barranquilla (Atlántico) E: mail: 

Notificaciones.Judiciales@icbf.gov.co 

 

Sírvase, señor Juez, reconocerme personería para actuar y darle curso a esta 

Acción. 

 

Atentamente, 

 

ANDREA MICHELE BRODMEIER PEREZ 

CC. 1042.436.341 De Soledad y T.P. 293.296 del C.S.J.   
 

mailto:marsagi2611@hotmail.com


















































































































































 
 
 

Rama Judicial del Poder Publico 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del 

Atlántico 
 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO 
SECCIÓN C 

 

1 
 

SIGCMA-SGC 

Barranquilla D. E I. y P., catorce (14) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 

I.- IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO, RADICACIÓN Y PARTES INTERVINIENTES 

 

Radicado 08001-33-33-011-2021-00107-01 

Acción Tutela 

Demandante Margarita Astrid Salas Fontalvo 

Demandado Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF 

Magistrado Ponente JORGE ELIÉCER FANDIÑO GALLO 

 

II.- PRONUNCIAMIENTO 

 

La Sala procede a decidir sobre la impugnación interpuesta por la parte accionada 

contra la sentencia proferida por el Juzgado Once Administrativo Oral del Circuito de 

Barranquilla, el 17 de junio de 2021, que concedió la acción de tutela de la referencia. 

 

III.- ANTECEDENTES 

 

Margarita Astrid Salas Fontalvo por medio de apoderado judicial presentó acción de 

tutela en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en adelante ICBF, con 

el objeto de que sean amparados sus derechos fundamentales al trabajo, estabilidad 

laboral reforzada, seguridad social, igualdad, debido proceso, vida digna y mínimo 

vital. 

 

DEMANDA 

 

Solicitó como pretensiones: 

 

Que se tutelen los derechos fundamentales referidos y, como consecuencia de ello, 

se ordene a la accionada revocar el artículo segundo de la Resolución 1851 del 13 de 

abril de 2021, y en su lugar reintegrar a la accionante en el mismo cargo o en otro 

similar, por ostentar la calidad de prepensionada, y, pagar los salarios, prestaciones y 

demás emolumentos dejador de percibir. 
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Como sustento fáctico en síntesis se narra: 

 

Que fue nombrada mediante Resolución 3207 del 20 de noviembre de 2007 en el 

cargo de Defensor de Familia, tomando posesión del mismo el 3 de diciembre del 

mismo año. 

 

Que tiene 58 años de edad y se encuentra afiliada al régimen pensional de ahorro 

individual. 

 

Que ha cotizado 897 semanas para un capital acumulado de $ 135.845.567. 

 

Que a través de Resolución 1851 del 13 de abril de 2021, se dio por terminado el 

nombramiento en provisionalidad en el cargo Defensor de Familia código 2125 grado 

17 (ref. 25008). 

  

INFORME DE LAS ACCIONADAS 

 

ICBF 

 

Esta entidad manifestó que la accionante acreditó tener 58 años cumplidos y 897 

semanas cotizadas en el Régimen de Ahorro Individual, según certificación expedida 

por Colfondos. En ese orden, incumple con los requisitos necesarios para adquirir la 

condición de prepensionable toda vez que le faltan 253 semanas de cotización para 

alcanzar la garantía de pensión mínima. 

 

Indicó, que el cargo que ocupaba la demandante fue ofertado en la Convocatoria 433 

de 2016, y fue provisto por el elegible que superó todas las etapas del concurso. 

 

Agregó, que la terminación del nombramiento en provisionalidad de la actora se dio 

por una causal objetiva, como lo es el nombramiento en período de prueba de una 

persona que se encuentra en lista de elegibles como resultado de haber superado 

todas las etapas de una convocatoria. 

 

COLFONDOS  

 

Esta entidad fue vinculada a la presente acción de tutela por auto del 2 de junio de 

2021, al tener interés directo en las resultas del proceso. 
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Señaló, que la accionante se encuentra afiliada a Colfondos desde el 1º de mayo de 

2001 y presenta relación activa con el ICBF desde el mes de diciembre de 2007. 

 

Precisó, que convalidado el sistema de información se pudo constatar que la 

demandante no cuenta con el capital suficiente para sufragar una mesada pensional 

por vejez, teniendo en cuenta que a la fecha tiene 59 años y 1042 semanas 

acreditadas en su cuenta de ahorro individual. 

 

Sostuvo, que de conformidad con loa ley los requisitos para obtener una pensión por 

garantía mínima son: (i) tener 57 años si es mujer y (ii) 1150 semanas cotizadas.  

 

Agregó, que a la actora le faltan 108 semanas para completar las requeridas por el 

ordenamiento jurídico para obtener la pensión. 

 

COLPENSIONES 

 

Esta entidad fue vinculada al presente trámite sumarial por auto del 2 de junio de 2021, 

al tener interés directo en las resultas de la litis en cuestión. 

 

ACTUACION PROCESAL 

 

El Juzgado Once Administrativo de Barranquilla mediante auto del 2 de junio de 2021, 

admitió la acción de tutela de la referencia. 

 

FALLO IMPUGNADO 

 

El Juzgado Once Administrativo de Barranquilla mediante sentencia de fecha 17 de 

junio de 2021, resolvió: (i) conceder la presente acción de tutela, (ii) ordenar al ICBF 

que estudie la posibilidad de reubicar a la accionante en uno de los cargos de defensor 

de familia o en otro análogo que aún se encuentre vacante, hasta que en el mismo se 

posesione quien haya sido nombrado en virtud del concurso, y (iii) la accionante una 

vez cumpla el requisito de las semanas de cotización restantes, deberá dentro de los 

cinco (5) días siguientes presentar la solicitud de reconocimiento pensional ante su 

fondo de pensiones, so pena de ser retirada del servicio. 

 

El a quo en la decisión de primera instancia estableció como problema jurídico 

determinar ¿si la accionante ostenta o no la condición de prepensionable, y, en caso 
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afirmativo establecer si la actora debe ser reintegrada al cargo que venía 

desempeñando o a uno similar?  

 

En respuesta al problema jurídico consideró que de acuerdo a las pruebas obrantes 

en el plenario es claro que la demandante tiene la calidad de prepensionable, pues, le 

faltan menos de tres (3) años para consolidar su derecho pensional, lo que la convierte 

en un sujeto de especial protección constitucional por gozar de la estabilidad laboral 

reforzada. Por lo que, el ICBF estaba en la obligación de estudiar con detenimiento la 

opción de beneficiaria de un trato especial por su condición de prepensionada y 

brindarle la protección constitucional hasta tanto adquiriera el estatus, pero ello no fue 

así, toda vez que se limitó a terminar su nombramiento en provisionalidad, sin adoptar 

medidas para su reubicación en las vacantes existentes. 

 

La anterior decisión fue impugnada por la accionada. 

 

SUSTENTACIÓN DE LA IMPUGNACIÓN 

 

El ICBF inconforme con la decisión de primera instancia manifestó que se incurrió en 

un defecto procedimental absoluto, toda vez que omitió la etapa de traslado de la 

contestación brindada por Colfondos, vulnerando flagrantemente el derecho a la 

defensa y contradicción máxime si se tiene en cuenta que con fundamento en ello 

resolvió de fondo la tutela en cuestión  

 

Expone que el Juez en su análisis valora una prueba (certificación de Colfondos) que 

no fue puesta en conocimiento del ICBF. Así las cosas, no fue oponible a la Entidad 

violando flagrantemente el derecho a la defensa y debido proceso. 

 

Resalta, que el análisis realizado por el A quo, no da valor a lo manifestado por la 

accionante en el escrito de tutela, ni a la prueba documental aportada por ella, en 

donde relaciona el número de semanas cotizadas ante el fondo pensional Colfondos, 

certificado en el que se observa un total de 897 semanas cotizadas, certificación que 

fue tomada en cuenta por el ICBF para presentar la correspondiente contestación.  

 

IV.- CONTROL DE LEGALIDAD 

 

La presente acción de tutela no adolece de vicios o nulidades procesales que afecten 

el correcto trámite de la misma. 
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V.- CONSIDERACIONES 

 

COMPETENCIA 

 

El Tribunal Administrativo del Atlántico, según lo establecido por el artículo 86 de la 

Constitución Política y el artículo 32 del Decreto Ley 2591 de 1991, es competente 

para conocer en segunda instancia la impugnación de la sentencia de tutela de la 

referencia. 

 

PROBLEMA JURÍDICO  

 

A la Sala le corresponde en este caso determinar si de conformidad con los 

argumentos planteados en el escrito de impugnación y las pruebas arrimadas al 

plenario hay lugar a confirmar, modificar o revocar el fallo de primera instancia 

proferido, mediante el cual se tutelaron los derechos fundamentales a la estabilidad 

laboral reforzada y mínimo vital invocado por la demandante al constatar su condición 

de prepensionable.  

 

TESIS 

 

La Sala se adelanta en señalar que procederá a confirmar la sentencia de primera 

instancia por cuanto la demandante goza de estabilidad laboral reforzada al acreditar 

la condición de prepensionable, ya que está demostrado que le faltan menos de tres 

(3) años para adquirir el derecho a la pensión mínima en el RAIS. 

 

MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 

(i) Generalidades de la Acción de Tutela 

 

La Constitución de 1991, instituyó en el Capítulo I del Título II como derechos 

fundamentales, una serie de prerrogativas relacionadas con la persona para satisfacer 

el cambio de paradigma constitucional de Estado de Derecho a Estado Social de 

Derecho. También se ha indicado, que los derechos fundamentales no sólo son 

aquellos que taxativamente se describen en la Constitución, sino que serán también, 

todos los que resulten relacionados con la dignidad humana, en tanto éste es un 

principio rector del nuevo modelo de Estado. 
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En este nuevo modelo, el centro o núcleo esencial del Estado se encuentra en la 

persona, y en tal sentido el concepto de derecho fundamental cobra especial 

importancia como medida de validez de las normas jurídicas en su sentido lato, a partir 

del cual se gestaron nuevos principios rectores que se encuentran difusos en el 

ordenamiento positivo, y que deben observarse en el ejercicio de la actividad de la 

administración. 

 

En ese sentido, se regula la acción de tutela, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, cuyo objeto es proteger de manera inmediata y eficaz, los derechos 

constitucionales fundamentales amenazados o vulnerados por una acción u omisión 

de una autoridad pública o de un particular, pero, que no puede ser utilizado 

válidamente para pretender sustituir recursos ordinarios o extraordinarios, tampoco 

para desplazar o variar los procedimientos de reclamo judicial preestablecidos, ni para 

revivir con ella términos precluidos o acciones caducadas. Sin embargo, en virtud del 

principio de subsidiariedad, esta acción sólo resulta procedente, cuando no existan 

otros mecanismos de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. 

 

(ii) Procedencia de la acción de tutela para ordenar el reintegro y el derecho a la 

estabilidad laboral reforzada de los prepensionados 

 

La regla general es que la tutela es improcedente para solicitar el reintegro de un 

trabajador, no obstante, en el caso particular de los prepensionados, la edad y el 

hecho de que el antiguo salario sea el único medio de sustento de quien solicita la 

protección, son indicadores de la precariedad de su situación y, en consecuencia, de 

la necesidad de que su asunto sea tramitado a través de un mecanismo judicial 

preferente y sumario como lo es el recurso de amparo. 

 

La estabilidad laboral es una figura que se creó con el fin de garantizar a quien se 

encuentre laborando que conserve el empleo aun cuando sus capacidades físicas o 

psicológicas se puedan ver disminuidas.  

 

Para la Corte Constitucional1 la estabilidad laboral reforzada consiste en una “garantía 

que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los correspondientes 

beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del patrono, si no 

existe una causa relevante que justifique el despido”. 

                                                 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-470 del 25 de septiembre de 1997, Exp.: D-1606, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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Por su parte, la doctrina la ha entendido como un verdadero derecho jurídico de 

resistencia al despido, el cual es expresión del hecho de que los fenómenos laborales 

no se rigen exclusivamente por el principio de la autonomía de la voluntad, ya que 

están en juego otros valores constitucionales, en especial la propia dignidad del 

trabajador y la búsqueda de una mayor igualdad entre patrono y empleado2. 

 

Por ello, se ha considerado que la estabilidad laboral de los prepensionados no 

proviene de un mandato legal, sino que es creación constitucional3. 

 

Adicionalmente, la Corte ha sostenido que no basta con ostentar la calidad de 

prepensionado para gozar de esta protección, pues además se requiere que la 

terminación del contrato de trabajo ponga en riesgo derechos fundamentales tales 

como el mínimo vital, debido a la edad en que se encuentra quien es retirado de su 

puesto de trabajo, lo cual puede conllevar a que sea difícil conseguir un nuevo empleo 

y por ende satisfacer las necesidades básicas de un hogar. Lo que implica que, en los 

eventos de retiro de una persona a quien le falten tres años o menos para adquirir la 

condición de pensionado, se debe analizar cada caso concreto para establecer si 

están en riesgo sus derechos  fundamentales4. 

 

La misma Corporación ha contemplado la posibilidad de que quien cotice al Régimen 

de Ahorro Individual con Solidaridad pueda ser considerado un prepensionado. Pero 

dado que los requisitos para acceder a la prestación de vejez en ese sistema son 

sustancialmente distintos, la valoración que haga el juez constitucional respecto a la 

aplicación de la estabilidad laboral reforzada para ese tipo de afiliados debe tener en 

cuenta ese presupuesto. De manera que podrá gozar de la calidad referida quien se 

encuentre a tres años o menos de alcanzar el monto mínimo previsto para acreditar 

el derecho o, acudiendo a la analogía con lo dispuesto para los afiliados al Régimen 

de Prima Media, quien esté a tres años o menos de completar las semanas que le 

permitan ser beneficiario de la garantía de la pensión mínima5. 

 

ANÁLISIS CRÍTICO DE LAS PRUEBAS FRENTE AL MARCO JURÍDICO 

 

                                                 
2 Ver, entre otros, Américo Pla Rodríguez. Curso de derecho laboral. Montevideo, 1978, Tomo II, Vol I, pp. 250 y ss. Igualmente 
Oscar Ermida Uriarte. La Estabilidad del Trabajador en la Empresa. ¿Protección real o ficticia? Montevideo: Acali Editorial, 1983, 
pp 15 y ss. 
3 Corte Constitucional, Sentencia T-186 del 10 de abril de 2013, Exp.: T-3.706.556, M.P. Luís Ernesto Vargas Silva.   
4 Corte Constitucional, Sentencia T-357 del 6 de julio de 2016, Exp.: T-5377221, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-055 del 17 de febrero de 2020, Exp.: T-7.068.958 y T-7.077.228 (Acumulados), M.P. Luís 
Guillermo Guerrero Pérez.  
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A la Sala le corresponde determinar si tal como lo alega la accionante, le han sido 

vulnerados sus derechos fundamentales al trabajo, estabilidad laboral reforzada, 

seguridad social, igualdad, debido proceso, vida digna y mínimo vital, al accionada dar 

por terminado el nombramiento en provisionalidad en el cargo Defensor de Familia 

código 2125 grado 17 (ref. 25008), sin atender su condición de prepensionada. 

 

Se encuentra acreditado que la demandante venía ejerciendo en el ICBF el cargo de 

“Defensor de Familia”, que por Resolución 1851 del 13 de abril de 2021 dio por 

terminado el susodicho nombramiento. 

 

Así mismo, se tiene que la actora se encuentra afiliada al RAIS, en COLFONDOS caso 

en el cual no hay un mínimo de semanas requeridas, ya que la pensión depende 

únicamente del ahorro y de los rendimientos obtenidos en el tiempo. Y en caso de que 

el capital no sea suficiente y tenga la edad de pensión, para el caso de las mujeres 57 

años de edad, puede acceder a la pensión mínima del RAIS con 1.150 semanas de 

cotización. 

 

De igual manera, se encuentra probado que tiene 58 años de edad, al haber nacido 

el 26 de noviembre de 1962. 

 

De acuerdo al reporte aportado por COLFONDOS, historia laboral consolidado y 

generado el 8 de junio de 2021, la accionante tiene un total de 1046.62 semanas 

cotizadas.  

 

De lo expuesto, es indiscutible que en el presente caso el reconocimiento de la 

pensión de jubilación se frustra, en la medida que a la accionante le faltan 103.38 

semanas, es decir, dos (2) años para alcanzar el tope máximo exigido por la ley para 

adquirir el derecho a la pensión mínima en el RAIS, por tanto procede el amparo, 

fundamentalmente de su derecho a la seguridad social, pues, se cumple con el 

presupuesto establecido en la jurisprudencia constitucional para obtener el fuero de 

prepensionada.  

 

Así las cosas, tal como lo  advirtió el a quo es importante precisar que el ICBF estaba 

en el deber de brindar una protección especial a la demandante, y de analizar su caso 

en concreto, en aras de realizar una ponderación razonable, adecuada y 

proporcionada al momento de ejercer la facultad discrecional, con el fin de dar 

cumplimiento a la lista de elegibles del concurso sin vulnerar los derechos de la 
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empleada que está próxima a cumplir los requisitos exigidos para adquirir su pensión 

de vejez. 

 

En relación con los argumentos que sustentan la impugnación, es de señalar que el 

fallador de primer grado en providencia del 25 de junio de 2021, al decidir la nulidad 

propuesta por la demandada en contra del fallo de primera instancia resolvió lo 

pertinente, por lo que reabrir el debate sobre tal aspecto sería quebrantar el principio 

de seguridad jurídica. Sin embargo, no está de más señalar que la tutela escapa de la 

rigurosidad y exigencia que el ordenamiento jurídico prevé para la práctica, valoración 

y apreciación de las pruebas en los demás procesos, puesto,  que este medio 

constitucional no está sujeto a los estrictos y precisos límites fijados en la ley para 

cada uno de ellos, como al cumplimiento de las exigencias formales allí establecidas, 

de manera que una vez obtenidos todos los elementos de juicio que considere 

suficientes para definir el caso, el juez de tutela sin recurrir a averiguaciones 

innecesarias, impertinentes e inconducentes, puede proceder a tutelar el derecho o 

denegar la petición, sin exceder los límites temporales fijados por la Constitución y la 

ley6.  

 

En tal sentido, se confirmará la sentencia de primera instancia, salvo el numeral 2º de 

la parte resolutiva que se modificará. Y, como la orden de desvinculación se concretó 

en un acto administrativo, se hace necesario adicionar el fallo con otro numeral, para 

dejar sin efectos el numeral 2º de la Resolución 1851 del 13 de abril de 2021, que dio 

por terminado el nombramiento en provisionalidad de la demandante. 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO-

SECCIÓN C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 

Ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Once Administrativo 

Oral del Circuito de Barranquilla, el 17 de junio de 2021, de conformidad con las 

razones expuestas en esta providencia, salvo el numeral 2º que se modifica, el cual 

quedará así: 

 
 

                                                 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-321 del 10 de agosto de 1993, Exp.: T- 14365, M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
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“SEGUNDO: ORDENAR al ICBF que dentro del término cuarenta y ocho 

(48) horas, vincule en provisionalidad, sin solución de continuidad a la 

señora Margarita Astrid Salas Fontalvo con C.C. 22.673.872, si no lo 

hubiere hecho, en un cargo de Defensor de Familia de la Planta Global de 

dicha entidad, no provisto mediante lista de elegibles o en un cargo de 

similares características, hasta tanto cumpla los requisitos para obtener la 

pensión de vejez mínima en el RAIS. Además, la entidad accionada deberá 

efectuar los aportes a pensión desde la fecha de retiro hasta cuando se 

produzca el reintegro. 

 

SEGUNDO: ADICIONAR, el fallo con este numeral.  

 

“SÉPTIMO: DEJAR si efectos jurídicos el numeral 2º de la Resolución 1851 

del 13 de abril de 2021, que dio por terminado el nombramiento en 

provisionalidad de la accionante”  

 

TERCERO: NOTIFÍCAR la presente providencia de conformidad con el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: En caso de no ser seleccionada la presente sentencia para revisión, 

ARCHIVAR el expediente sin necesidad de auto que lo ordene. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LOS MAGISTRADOS 

 

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE 

JORGE ELIÉCER FANDIÑO GALLO 
MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL  

DESPACHO 008 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO  
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12  
Código de verificación: 521ce31c8bf665fe54e9376f159e9e60eabf15523c021550b896d5bfd8968ce6 

Documento generado en 14/07/2021 01:16:09 PM 

 
JAVIER EDUARDO BORNACELLY CAMPBELL 

 
CESAR AUGUSTO TORRES ORMAZA 







































Barranquilla, 26 de diciembre del 2022. 

 

Doctor: 

JOHN FERNANDO GUZMAN UPARELA 

Director de Gestión Humana 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  

E.S.D. 

 

REF: 202212100000215383 

ASUNTO: ACEPTACION EXPRESA AL NOMBRAMIENTO EFECTUADO 

MEDIANTE RESOLUCION 5920 DEL 23 DE DICIEMBRE DEL 2022 LA CUAL 

MODIFICA EL NUMERAL PRIMERO DE LA RESOLUCION 5644 DEL 6 DE 

DICIEMBRE DEL 2022. 

 

MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO,  mayor, vecina de esta ciudad, 

identificada con cedula de ciudadanía No.22.673.872 de Santo Tomas,  actuando 

en nombre propio, comedidamente me remito a ustedes para manifestar mi 

ACEPTACION EXPRESA AL NOMBRAMIENTO EN EL CARGO DEFENSOR DE 

FAMILIA CODIGO 2125 GRADO 17 (Ref. 25009) REGIONAL ATLANTICO C-Z 

NORTE CENTRO HISTORICO efectuado mediante RESOLUCION 5920 DEL 23 

DE DICIEMBRE DEL 2022 LA CUAL MODIFICA EL NUMERAL PRIMERO DE LA 

RESOLUCION 5644 DEL 6 DE DICIEMBRE DEL 2022, emitido por el Secretario 

General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Dr. JOSE ANTONIO 

PARRADO RAMIREZ. 

 

En ese mismo sentido, agradezco la gestión brindada a mi caso al ser una servidora 

en RETEN SOCIAL, con ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR 

DISCAPACIDAD MEDICA en razón de mi de las enfermedades de origen laboral que 

padezco, para lo pertinente aporto comunicación emitida por la dirección de gestión 

humana y copia de la resolución 5920 del 23 de diciembre del 2022. 

 

NOTIFICACIONES: 

Recibo notificaciones en la Calle 56 No. 45 – 80 oficina 301, en Barranquilla 

Atlántico y al correo electrónico marsagi2611@hotmail.com o 

abrodmeier@pensionescolombia.com . 

Atentamente,  

 

MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO 

C.C. 22.673.872 de Santo Tomas 

mailto:marsagi2611@hotmail.com
mailto:abrodmeier@pensionescolombia.com
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                                 Consejo Superior de la Judicatura 
                   Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
   Juzgado Segundo Penal Especializado del Circuito de Barranquilla 

 

 

 
INFORME SECRETARIAL: 
 
Señor Juez, a su Despacho la acción de tutela de la referencia, informándole 
que, se recibió contestación del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR, quien manifestó que, la Comisión Nacional del Servicio Civil, a 
través del Acuerdo 20161000001376 de 2016 convocó el concurso abierto de 
méritos para proveer 2.470 empleos vacantes pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa de la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 de 2016 y que 
agotadas las etapas de la Convocatoria No. 433 de 2016, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, conformó las listas de elegibles para cada uno de 
los empleos ofertados y declaró la firmeza de esta; y  las pretensiones de la 
accionante MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO, van encaminadas a la 
revocatoria del artículo primero de la Resolución No. 542 del 01 de marzo de 
2023, mediante la cual se le reubicó en el empleo de Defensor de Familia, 
Código 2125, Grado 17 del Centro Zonal Sincelejo de la Regional Sucre del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF-, y en su lugar sea 
nombrada en ciudad de Barranquilla o en otro municipio cercano. Sírvase 
resolver.  
 
Barranquilla, 21 de marzo de 2023.  
 
                                                                  
 
        
KARINA PABÓN MORA 
Sustanciador 
 
 
JUZGADO SEGUNDO PENAL ESPECIALIZADO DEL CIRCUITO DE 
BARRANQUILLA, marzo veintiuno (21) del dos mil veintitrés (2023). 
 
Teniendo en cuenta, el informe rendido por el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar – ICBF-, el Juzgado, 
 

RESUELVE: 
 

1. VINCÚLENSE a la acción de tutela de la referencia a la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC-, para que, a través de sus 
representantes legales, dentro de las 24 horas siguientes a la 
notificación del presente proveído, informen a este juzgado lo que 
estime pertinente con relación a los hechos que motivan la acción de 
tutela de la referencia. 
 

RADICACIÓN 
No.  

08-001-31-07-002-2023-00020-00 

ACCIONANTE MARGARITA ASTRID SALAS FONTALVO       

ACCIONADOS: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR -
SECRETARIO GENERAL DEL INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR-  

PROCESO: ACCION DE TUTELA 

KARINA PABÓN  
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2. ORDENAR al  Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF- y a 
la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC, que, en el 
término perentorio de cuatro (04) horas contadas a partir de la 
notificación del presente proveído, inserte en su página web oficial, 
comunicación tendiente a informar sobre la existencia de la presente 
acción constitucional para el conocimiento de todos los interesados, 
informando que quien tenga un interés legítimo podrá intervenir en el 
trámite constitucional como coadyuvante del actor o la entidad 
demandada, en el siguiente correo electrónico 
j02ctopebquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co. En la referida 
publicación, deberá anexarse link para descarga de copia íntegra de 
este auto y del traslado de la demanda. Es menester resaltar que la 
accionada deberá remitir prueba de haber cumplido lo anterior. 
 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
 
El Juez, 
 
 

HUGO JUNIOR CARBONÓ ARIZA 
Rad. 2023-00020 
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